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SEÑOR PRESIDENTB.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 9 y 29 minutos) 


La Comisión de Hacienda del Senado tiene el agrado de 
recibir en el día de hoy al señor Ministro de Economía y 
Finanzas y a sus asesores. Si no existe ningún planteo previo, 
concedemos el uso de la palabra al señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Señor Presidente: vamos a realizar una breve 
exposición sobre el alcance general del proyecto de ley 
remitido por el Poder Ejecutivo, que propende a crear un marco 
adecuado, en nuestra opinión, para promover la inversión. 
Pensamos que no vale la pena extendernos sobre su importancia, 
en virtud de las consecuencias que tiene en el interior de la 
economía. 


A los efectos de atraer inversiones, sin duda, se requiere 
el mejoramiento de ciertas condiciones que establezcan también 
un marco de mayor certeza jurídica. Ese ha sido uno de los 
propósitos que nos ha animado a presentar esta iniciativa. 
Naturalmente, no .estamos solamente ante la necesidad de 
elaborar un marco apropiado para la captación de inversiones, 
sino que también debemos estimular una reinversión que permita 
incrementar la competitividad de nuestras empresas. 


Señor Presidente: partimos de la convicción plena de que 
la imposición de un marco jurídico apropiado probablemente no 
sea el factor determinante para la concreción efectiva de 
inversiones. Luego de haberse realizado a lo largo de los 
últimos años muchas consultorías en' las distintas 
Administraciones que se han sucedido, podemos concluir que 
existen factores determinantes de la inversión que poco tienen 
que ver con el marco de estímulo y están más relacionados con 
la evolución de ciertas variables en el comportamiento del 
mercado económico; sin duda, una de ellas es la de tener una 
economía estable. Afortunadamente, hoy podemos advertir que en 
la región tenemos nayor estabilidad que la que existía hace 
unos años. En ese sentido, el avance del emprendimiento del 
MERCOSUR va a implicar la necesidad de tener un nejor 
posicionaniento en la captación de inversiones, que ya han 
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comenzado a unir a la región. Como hemos destacado en más de 
una oportunidad, tenemos la plena convicción de que se trata 
de una de las regiones que más va a crecer en el mundo en los 
próximos años. 


Si bien pretendemos crear un marco jurídico adecuado —lo 
que algunos llaman el "progreso manuscrito"— debemos tener 
en Cuenta que él no resuelve todos los problenas. No obstante, 
no cabe ninguna duda de que nuestro régimen normativo requiere 
una actualización. Como sabemos, en nuestro país no disponemos 
de una regulación jurídica que concentre en un solo texto el 
régimen aplicable a la inversión. Por un lado, tenemos un 
conjunto de disposiciones que están incluidas en el Decreto-Ley 
de Promoción de Inversiones N* 14.178 y, por otro, existe una 
normativa que atañe al régimen de inversiones extranjeras, 
instituida por los Decretos-Ley N* 14.179 y N” 14.244. Dicha 
normativa ha quedado obsoleta, en virtud de la evolución que 
han tenido las relaciones económico financieras internacionales 
y porque, a su vez, la propia normativa y el régimen de amparo 
en nuestro país han evolucionado.en forma importante. 


Por lo tanto, uno de los primeros aspectos que deseo 
destacar es nuestro interés en poder clarificar, armonizar y 
unificar en un único texto los distintos mecanismos de estímulo 
a la inversión que existen en-nuestro régimen positivo. 


A los efectos de clarificar el alcance de la iniciativa, 
vanos a enumerar los diversos tópicos que ella conprende, 
siguiendo el orden presentado en la exposición de motivos y 
comenzando por los que podríamos denominar incentivos 
tributarios. Desde este punto de vista, el proyecto de ley 
presenta un conjunto de medidas que, en nuestra opinión, 
propenden a un mejoramiento de las condiciones de inversión. 
Asimismo, establece el ámbito objetivo de aplicación de dichas 
franquicias, que va a estar conformado por todas aquellas 
actividades de inversión que guarden relación directa con el 
mejoramiento de las condiciones de competitividad de los 
sectores productivos. A su vez, realiza un añadido importante 
respecto a lo que es la normativa vigente, ya que no solamente 
se aplica a los sectores de producción de bienes, sino que 
también entendemos que puede alcanzar a las prestaciones de 
servicios, en virtud de lo que supone para el futuro el proceso 
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de integración regional. Para cumplir con estos objetivos 
promocionales habrá, a título expreso, algunas franquicias 
tributarias. Al mismo tiempo —este es uno de los elementos 
innovadores del proyecto de ley— se prevé la posibilidad de 
que las empresas inversoras puedan celebrar convenios de 
estabilidad fiscal y laboral con la Adninistración, que puedan 
garantizar ciertas condiciones que se mantengan en el tiempo 
y que, en definitiva, fueron las que dieron origen a la 
inversión. 


Al efectuarse la evaluación de un proyecto de ley, siempre 
se establecen condiciones a partir de las cuales se determina 
un nivel de rentabilidad y ello tiene que ver con el 
mantenimiento de ciertas tasas y tratamientos como, por 
ejenplo, el caso de la amortización de los bienes de capital. 
De alguna forma, queremos establecer garantías para todo el 
período de maduración de la inversión y en tal sentido ya 
existe un antecedente que tiene que ver con la legislación de 
las zonas francas. Allí se disponen garantías de exenciones no 
sólo para los impuestos existentes, sino también para los que 
puedan crearse. Nos parece conveniente que cuando se acuerda 
con un inversor y se efectúa una declaratoria de interés 
prorocional, las condiciones que determinaron la radicación de 
los capitales o la reinversión en el país, puedan estar 
amparadas por un convenio asegurándole, durante los años en que 
está protegido, un régimen positivo en materia tributaria, con 
un tratamiento fiscal que no sufra modificaciones respecto al . 
que regía cuando se llevó a cabo el emprendimiento. Asimismo, 
creemos importante que puedan celebrarse ciertos convenios de 
estabilidad laboral durante todo el período, cuyo objetivo 
describiremos muy sucintamente más adelante. 


Aigo importante para destacar es que uno de los propósitos 
que nos anina es la extensión, a todos los sectores de 
actividad, de los beneficios que el Poder Ejecutivo está 
facultado a conceder, al amparo del Decreto-Ley de Promoción 
Industrial, a algunos de ellos, siempre que dichas franquicias 
sean compatibles con lo que se establece en esta materia para 
el MERCOSUR. Este tema está planteado en el artículo 6* del 
proyecto de ley, donde a título expreso se dispone: "Podrán 
acceder al régimen de beneficios que establece este capítulo, 
las empresas cuyas actividades de inversión sean declaradas 
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promovidas por el Poder Ejecutivo, de acuerdo a lo dispuesto 
en la presente ley. 


Las inversiones promovidas, serán aquellas que tengan 
relación con el mejoramiento de las condiciones de 
competitividad tanto en la producción de bienes como en la 
prestación de servicios." 

En lo que tiene que ver estrictamente con las 
modificaciones que el proyecto de ley introduce en materia de 
inversiones tributarias, deberíamos destacar un instrumento 
promocional novedoso que consiste en la posibilidad de diferir 
el pago generado por concepto de Impuesto a la Renta de 
Industria y Comercio. En términos prácticos, esto supone dar 
a las enpresas inversoras un alivio financiero que pernite 
destinar fondos a la ¡inversión de capital de trabajo. 
Actualmente, en virtud del Decreto-Ley de Promoción Industrial, 
la Administración tiene facultades para exonerar del Impuesto 
a la Renta a los inversores. De todas naneras, desde que está 
instituida esta facultad, nunca se ha hecho uso de ese 
beneficio, porque las distintas Administraciones que se han 
sucedido han entendido pertinente que cuando existe ganancia, 
debe haber pago de tributo. Sin perjuicio de ello, han surgido 
distintos mecanismos, procurando dar un alivio financiero, a 
los.efectos de que en los primeros años de la inversión —donde 
además de ¡inversión en activo físico se requiere incrementar 
los niveles de capital de trabajo— no existan grandes 
contratiempos financieros. Nos referimos a los regímenes de 
amortización acelerada lo que permitiría que, en base a 
criterios fiscales, dicha amortización pudiera concentrarse en 
los primeros años y, en consecuencia, hubiera una menor 
liquidación de tributos. Existen otros necanismos 
complementarios de los que se ha hecho uso en las distintas 
declaratorias de interés nacional, como por ejemplo, los 
regímenes de canalización y autocanalización de las utilidades. 


Resulta un tanto paradójico que la Administración tenga 
amplias facultades para poder conceder exoneraciones y 
franquicias tributarias y no posea facultades para prorrogar 
el pago de este impuesto que, en definitiva, es lo que 
solicitamos en este proyecto de ley. En resumen, no se busca 
la exoneración del pago del Impuesto a la Renta de Industria 
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y Comercio sino poder disponer de algún mecanismo que permita 
diferir en el tiempo a la renta neta fiscalnmente ajustada, de 
acuerdo con criterios tributarios, y actualizada por algún 
indicador que también se propone en esta iniciativa. Otro 
capítulo novedoso desde el punto de vista operativo es el que 
pone de manifiesto que el proyecto promueve la unificación en 
los procedimientos al otorgar beneficios fiscales 
promocionales. A tales efectos, se promueve la coordinación 
entre las distintas Secretarías de Estado intervinientes en la 
materia, procurando asegurar, no solamente una evaluación 
igualitaria para los distintos sectores, de actividad, sino a 
su vez cierta consistencia en el manejo de las políticas 
promocionales vigentes propuestas en la materia. 


Una mención especial merece el régimen de especialización 
productiva propuesta en este proyecto. Quiero destacar que, en 
este sentido, se apunta a facilitar el proceso de reconversión 
productiva en virtud del mejor aprovechamiento buscado en el 
actual período de adecuación en que se encuentra la economía 
nacional. Como todos sabemos, Uruguay ha obtenido un conjunto 
importante de excepciones en el intercambio con los socios del 
MERCOSUR, que es de aproximadamente mil ítems. No obstante, 
creemos que en forma lineal y automática tenderán a converger 
al Arancel Externo Común, convergencia que en estos primeros 
años —nme refiero a 1995 y 199%6— no ha sido significativa, 
pero que a partir de 1997 será más importante. 


Por otra parte, hemos estimado conveniente la facilitación 
de mecanismos de adecuación que permitan que esa 
pecialización productiva se pueda llevar a cabo con el mínimo 
sto de ajuste posible. A tales efectos, se está promoviendo 
que algunas ramas de actividad puedan tender a que este régimen 
de adecuación y esta convergencia al Arancel Externo Común se 
pueda dar en forna automática. Aclaro que nmás adelante 
explicaremos mejor su alcance. Ps 


Entonces, si una enpresa produce dos tipos de bienes y va 
a realizar un esfuerzo de especialización en virtud de un 
mejoramiento de la competitividad para producir uno de esos 
bienes, en tanto pueda llevarse a cabo un programa que 
represente un incremento de la exportación efectiva de ese 
bien, estamos pidiendo facultades para que al discontinuar la 
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producción del otro —al que llamaríamos "B"— que elaboraba 
en situaciones más desventajosas, éste pueda ser importado del 
MERCOSUR con un Arancel inferior que el ya existente, en 
momentos en los cuales opera o rige la estructura vigente. Por 
consiguiente, se produce un doble tope que va a Operar en esta 
facultad. Por un lado, el "quantun" de importación del bien "B" 
desde la región -—o sea desde los socios del MERCOSUR— va a 
estar condicionado a un incremento de exportaciones y, por 
otro, estará acotado al nivel de producción preexistente a la 
realización de este programa. Por tanto, desde un punto de 
vista de efectos al interior de la economía, no va a generar 
ninguna distorsión adicional a la anterior, sencillamente 
porque no se va a poder hacer uso de un aprovechamiento de las 
condiciones de competencia que podrían  preexistir al 
otorgamiento de la franquicia. Por otra parte, parece claro que 
ese régimen está acotado en el tienpo o sea que es un beneficio 
temporario en tanto rija este período de adecuación que se 
mantendrá por pocos años. 


De esta manera, señor Presidente, creemos que estamos en 
presencia de un instrumento que. va a permitir potenciar el 
período de adecuación productiva al interior de las enpresas 
y de los sectores de actividad. Importa destacar que muchas 
veces, cuando se analiza este punto, los economistas solemos 
medir las distorsiones que el mismo apareja en virtud del 
tradicional análisis de economía pequeña y abierta. Creemos que 
ello no es del caso en esta oportunidad porque en una economía 
integrada, donde existen regimenes similares en los países 
socios, incorpora un elemento adicional que debe ser tomado en 
consideración, sobre todo en circunstancias en las cuales la 
región mantiene niveles de precios superiores a los existentes 
en Otras economías. Paralelamente, tomando en consideración que 
sus procesos de adecuación suelen ser, de alguna manera 
complejos, tienen un costo en términos de ajuste económico y 
también desde el punto de vista social. Sin duda, más adelante 
podremos profundizar el alcance de la operativa propuesta. En 
cuanto al segundo grupo de disposiciones, debemos decir que 
guarda alguna vinculación estrecha en cuanto intenta dotar al 
sistema de mayor certeza jurídica. Desde el primer capítulo del 
proyecto de ley, se pretende consagrar básicamente el principio 
de igualdad en la emisión y tratamiento de las inversiones 
nacionales y extranjeras. Como dice en su exposición de 
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motivos, no solamente se está recogiendo las tendencias 
legislativas imperantes actualmente en la materia en todo el 
mundo, sino que se está, de alguna forma, reafirmando lo que 
ha sido la tradición en nuestro país, esto es, no discriminar 
entre .nversores extranjeros y nacionales, dar, a todos los 
efectos, un trataniento igualitario, y pernitir que los costos 
de esa inversión, así como el capital invertido, puedan ser 
repatriados libremente sin ninguna clase de obstáculo. 
Asimismo, -se debe realizar alguna intervención de la 
Administración err la localización de esa inversión. Aclaramos 
que no existe ningún requisito previo, ni de registro ni de 
autorización para instalarse en el país. 


- Sobre los otros aspectos vinculados a la planificacion de 
“la inversión en lo que tiene que ver con la estabilidad fiscal 
Y laboral, no vamos a abundar en detalles ya que, seguramer*t” 
durante el tratamiento del articulado, podrenos hacer algura= 

consideraciones adicionales al respecto. 


-Ctro elenento importante a destacar, señor Presidente, us 
“vi” se establecen previsiones para que cuando el inverso: 
'resente un proyecto y obtenga la declaratoria prorocions2 
correspondiente, pueda recurrir al arbitraje como medio de 
dirimir su controversia con el Estado en relación a la 
interpretación o aplicación de las distintas normativas 
existentes en materia de inversiones. Esto se prevé en el 
artículo 23 del proyecto donde se establece, a título expreso, 
que el inversor va a poder optar por los distintos 
procedimientos, esto es, porque la controversia sea sometida 
a los órganos jurisdiccionales competentes o al arbitraje, 
conforme con lo establecido en el Código General del Proceso. 
Naturalmente, esta aplicación podrá ser llevada a cabo en caso 
de ausencia de Tratado, Protocolo o Convención internacional 
en la materia. Afortunadamente, nuestro país ha consagrado 
varios de. ellos con distintas naciones. 


Un tercer grupo de modificaciones propuestas, es el que 
tiene que ver con las normas de facilitación de crédito, donde 
se han incluido diversas disposiciones que tienden a remover 
algunos de los obstáculos jurídicos detectados en nuestro 
sistema vigente y al cual muchas veces se ven enfrentados los 
inversores. En esta materia, las normas que se incluyen 
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procuran facilitar el acceso a sistemas crediticios y la 
disminución de los costos asociados a la capitalización 
requerida para llevar adelante la inversión. Entre otras, aquí 
deberíamos destacar la derogación del impuesto que grava las 
hipotecas, las previsiones que se están efectuando en materia 
de contrato de "leasing", la simplificación y ampliación del 
actual régimen de prendas sin desplazamiento, y la 
facilitación, en definitiva, de la trasmisión de las distintas 
garantías reales que acceden a los títulos valores. 


En lo que tiene que ver con el inpuesto a las hipotecas, 
en nuestra opinión, no sólo estamos ante un costo accesorio al 
crédito que resulta inconveniente, sino que además se trata de 
una distorsión que existe en nuestro régimen impositivo, en 
tanto ello rige sólo en relación a ciertos acreedores, por lo 
que juzgamos que ambos elementos son contraproducentes en el 
marco de la inversión. Por consiguiente,. promovemos su 
derogación. 


Con respecto al contrato de crédito de uso, podemos decir 
que las modificaciones propuestas se enfocan básicamente hacia 
dos vertientes. Por un lado, tiene que ver con las distintas 
cargas tributarias que desde la sanción de las normas vigentes 
en la materia han generado distintos cuestionamientos en 
nuestro medio. Desde ese punto de vista, se están promoviendo 
modificaciones al tratamiento tributario del contrato de 
crédito de uso que hasta ahora está vigente. Dichos cambios 
tienen que ver con la posibilidad de declarar exento el 
Impuesto al Valor Agregado siempre que se configuren los 
elenentos previstos en el proyecto, es decir, en cuanto a la 
naturaleza del bien objeto del contrato y a la duración del 
mismo. A su vez, por el otro lado, la segunda modificación 
tiene que ver con la figura del crédito de uso, en relación al 
régimen de las excepciones oponibles por el usuario y cumplido 
frente a una demanda instaurada por el dador del bien a fin de 
obtener su restitución. Adicionalmente, hay algunas solicitudes 
de facultades de exoneración que tienen que ver con otras 
figuras tributarias, cono es el caso del ¡impuesto a las 
trasmisiones. patrimoniales y la solicitud para exonerar 
aquellos tributos que gravan las operaciones de fusión, 
escisión o transferencia de sociedades, naturalmente con 
ciertas restricciones. En la medida en que este proceso de 
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Y 


—tengamos en cuenta que el país, básicamente, apuesta a la 
especialización— deberemos procurar necanismos que faciliten, 
insisto, a la fusión y escisión de empresas a los efectos de 
poder lievar adelante asociaciones con otros complejos de la 
región sin cargos fiscales. 

E . 

Por último, señor Presidente, debo señalar que no abundaré 
respecto de otro tipo de modificaciones, como pueden ser las 
prendas sin desplazamiento —uno de los instrumentos clásicos 
de garantía crediticia— y pienso que a los efectos de 
facilitar el tratamiento de este proyecto por parte de la 
"comisión, tal vez sea conveniente, luego de esta somera 
presentación inicial, comenzar con el análisis de los aspectos 
que los señores Senadores entiendan pertinente. 


SEÑOR POSADAS MONTERO.- En realidad, el tratamiento de este 
proyecto tiene alguna particularidad o dificultad especial, 
desde el monento en que incluye varios temas, lo que, quizás, 
pueda desordenar un poco su discusión. 


Personalmente, tengo una serie de interrogantes y dudas 
que en una'primera aproximación al tema las dejaré planteadas 
para que luego el Ministro considere si es conveniente 
contestarlas. Aclaro que están un poco desordenadas y por tal 
motivo pido excusas por adelantado. 


Quisiera comenzar por algo que supongo compartimos, aunque 
quien habla lo hace en forma nás tenue porque ya abandonó el 
Ministerio de Economía y Finanzas, mientras que el señor 
Ministro seguramente lo hará con mayor énfasis. Concretamente, 
quisiera saber si existe una previsión del sacrificio fiscal 
—obviamente, los necanismos son de resorte del Poder Ejecutivo 
y entendemos que es imposible que haga una estimación en 
función de potenciales proyectos— a que se está dispuesto a 
llegar. 


En segundo lugar -——reconozco que siendo titular del, 
Ministerio tampoco abordé este tema— debo decir que cada vez 
me cierra menos la idea —si es que se van a dar beneficios 
tributarios, lo que puede ser motivo de una larga discusión— 
de nírar en príner término sienpre al Impuesto a la Renta como 
mecanismo de benefício tributario en vez, por ejemplo, de 


cn. 


- 10 - 


apuntar a un impuesto mucho más negativo en materia de 
inversión, como es el Impuesto al Patrimonio, aunque reconozco 
que me comprende la crítica en esta materia. 


=——"ERñ cuanto al Impuesto a la Renta, si se genera la 
situación de que a la persona le haya ido bien con la 
inversión, no requeriría, "per se", que además se le den 
estímulos. Por otro lado, en quien tiene rentas va a generar 
la tentación —así sucede en muchos casos— de hacer una 
inversión cualquiera, necesaria o no, en lugar de dar la plata 
al Estado por la vía del impuesto. Desde mi óptica, el Impuesto 
al Patrimonio es mucho más negativo a la hora de pensar en 
invertir y demás. 


La otra fuente de dudas que tengo está referida al' 
criterio central del proyecto para "gatillar” los distintos 
beneficios, que es el del mejoramiento de la competitividad. 
No quiero enzarzarme en una discusión —soy de los que más ha 
insistido en que cuando hay visitas la idea es ilustrarnos y 
no ponernos a debatir— pero en este caso me asaltan una serie 
de dudas, porque estamos ante un criterio muy amplio y 
elástico. No sé si el Poder Ejecutivo —que si se aprueba este 
proyecto va a quedar enfrentado a esa situación y va a tener 
la responsabilidad de regularla— tiene alguna idea en cuanto 
a parámetros. La mecánica de este proyecto de ley, cono suele 
suceder en estos casos, le va a imponer al Poder Ejecutivo una 
responsabilidad muy grande en situaciones muy difíciles, al 
tener que determinar en cada caso cuánto da y cómo se comparan 
las distintas inversiones. En general, todo esto da lugar a una 
cantidad enorme de presiones y fricciones a nivel del Poder 
Ejecutivo. Es por ello que consulto si tiene una suerte de 
paramétrica —no digo matemática— de cómo va a abrir y cerrar 
la canilla. 


En el campo de lo que se llana  nodernamente 
"especialización productiva", también confieso tener dudas. Se 
trata de necanismos que van en contra del criterio general de 
política económica por el que las normas deben ser parejas para 
todos, es decir, que la cancha sea lo más llana posible y que 
todos puedan correr en ella en condiciones similares. 
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Es muy difícil que este tipo de mecanismos no sea 
distorsivo; o resulta inefectivo o tiene consecuencias que 
implican ciertas distorsiones que, inclusive, pueden llegar a 
ser contraproducentes. Por ejemplo, si dos empresas del ramo , 
textil están cumpliendo con todas las actividades, desde el / 
lavado al tejido plano, y enfrentan este tipo de normas, ambay/ 
pueden resolver dejar de llevar a cabo la misma tarea, porque 
se van a beneficiar con la importación, por lo que el resultado 
no va a ser la especialización productiva. Estamos manejando 
la hipótesis de que una deje de hacer el lavado y la otra el 
tejido plano, de manera que las dos se complementen, pero no 
necesariamente tiene que ser así. Probablemente, las dos vean 
el mismo beneficio y dejen de hacer la misma cosa. 


a Además, si este mecanismo ya no sólo se aplica por 
actividad sino también por empresa, me parece que el tema 
referente a la responsabilidad y el riesgo del Poder Ejecutivo 
otra vez es enorme. porque, en definitiva, ya no está 
resolviendo por sector, sino que está decidiendo en cada caso 
particular, con empresas que compiten entre sí en el mismo 
carpo. 


Tengo niedo de que la modificación puntual de aranceles, 
por empresa o por sector, pueda generar problemas prácticos muy 
grandes en la Aduana, porque este organismo va a tener que 
saber que determinado ítem está desgravado si lo trae la 
enpresa equis, pero no lo está si lo trae otra. Es decir que 
el manejo práctico de este tema en la Aduana puede ser muy 
difícil. Al mismo tiempo —aunque el tena se puede considerar 
de entidad menor— esto equivale a conceder beneficios a otros 
países del MERCOSUR sin contrapartida. En definitiva, estamos 
favoreciendo las importaciones de alguno o algunos países del 
Mercado Común, sin exigirles contrapartida, como se hizo a lo 
largo de todas las negociaciones. 


SEÑOR BATLLE.- Ese es el sistema argentino. 


SEÑOR POSADAS MONTERO.- No es tan así y, además, está 
circunscrito a algunas actividades. 


Aclaro —me parece de total lealtad— que algo de esto 
hizo el Gobierno anterior en materia de industria automotriz; 
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no estoy haciendo un panegírico de ortodoxia liberal económica. 
Esta situación la viví en su nonento, ne generó también una 

: serie de dudas, pero estaba acotada a un sector, por lo que era 
más controlable. 


Con relación al tema MERCOSUR, una de las batallas más 
duras que tuvo que librar el Uruguay —si, no la más dura, . 
porque era un tema muy trascendente— estaba referida a los 
bienes de capital, ya que Brasil pretendía los mayores niveles 
de arancel externo común, porque era prácticamente el único 
país que tenía oferta regional en esa materia, mientras que los 
otros tres países queriamos que fuera lo más bajo posible, para 
no quedar cautivos del Brasil en la oferta de este tipo de 
bienes, que muchas veces no es considerada la mejor 
internacionalmente. Si aplicamos este tipo de mecanismo para 
la importación de bienes de capital estaríamos, de alguna 
manera, agravando aquella preocupación que el país tuvo en la 
negociación, porque estaríamos otorgando un beneficio adicional 
a quien, por ejemplo, quisiera importar bienes de capital del 
Brasil; de esta manera, quizá estaríamos estimulando el tipo 
de inversión menos eficiente en matería de bienes de capital 
—aunque no necesariamente tiene que ser así— porque se 
traerían del país que internacionalmente no tiene la mejor 
oferta en esta materia, favoreciendo inversiones que, 
probablemente, no serían las mejores en muchas áreas. 


Me quedan también algunas dudas —supongo que esto lo 
veremos más adelante— en cuanto a la mecánica del diferimiento 
del IRIC. No alcanzo a comprender, por lo nenos en una primera 
lectura, qué sentido tiene la modificación que trae el proyecto 
en materia de IMESI. 


Con relación al "leasing", quiero decir que justamente 
habíamos estado conversando de este tema con el señor Senador 
Batlle hace algo más de un mes. Recuerdo que él tenía la 
preocupación, a mi juicio muy acertada, de que efectivamente 
había que hacer algo en esta materia, porque se trata de un 
instrumento que no ha funcionado, por lo que habría que 
reanalizarlo. Inclusive, nos pusimos a trabajar en el tema. Uno 
de los puntos que vale la pena ver —no sé si el Poder 
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Ejecutivo lo ha considerado— es la posibilidad de ampliar el 
"leasing" más allá de las instituciones financieras, e ir a lo 
que se llama el "leasing operativo". 


Por último, con relación a la exoneración de impuestos que 
está prevista para casos de escisiones o fusiones de 
sociedades, me surge la duda, en una primera lectura del texto, 
de si se está pensando en la exoneración de los impuestos 
propios de la sociedad anónima o si esa exoneración tanbién 
abarcaría el IVA y el ITP, en una materia en que ambos 
impuestos tienen un peso muy fuerte. 


SEÑOR BERGSTEIN.- A mí modo de ver, se trata de un muy buen 
proyecto que, por supuesto, no parte de fojas cero, debido a 
todos los antecedentes que el país tiene en la materia, pero 
que significa un esfuerzo y una ¡inversión de trabajo 


importante. Sin perjuicio de mejorar distintos aspectos, y Creo . 
que se transita en la dirección correcta. eS Our 


1 


Luego de una primera lectura del proyecto, me quedaron 
varias dudas, pero algunas las aclararenos fuera de este ámbito 
porque son de naturaleza contable y quisiera tener todos los 
elementos de juicio. Sin embargo, desearía hacer dos o tres 
comentarios. 


Al principio del artículo 7* del proyecto se dice "A los 
efectos de otorgamiento de las franquicias" y, en otro párrafo 


"En el caso de proyectos de inversión". Personalmente, 


interpreto esto como dos etapas sucesivas, aun cuando la 
relación entre el otorgamiento de franquicias y los proyectos 
de inversión podría ser de especie a género. En el segundo caso 
se prevé que la reglamentación fijará el plazo máximo en el que 
deberá expedirse el Ministerio ante el que se haya planteado 
el proyecto, remitiéndolo a la Comisión de Aplicación; pero no 
está previsto que esta Comisión, que es la que asesora en la 
materia, tenga algún plazo para expedirse. Comprendemos que en 
ese tipo de proyectos en donde hay beneficios que pueden ser 
sustanciales en distinto orden, debe haber una contrapartida 
de contralores para evitar un uso distorsionado de los mismos, 
pero en este tipo de proyectos preocupa nucho su implementación 
burocrática. Supongo que los autores del mismo se habrán visto 
enfrentados al dilema de elegir entre la eficacia y la seriedad 
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de los controles, que a veces pueden trabar las intenciones que 
lo animan. Por esa razón, creo que debería fijarse un plazo a 
la Comisión de Aplicación, o delegar al Poder Ejecutiva, la 
facultad de establecerlo. Si no entendí mal —y ne corredirá 
el señor Ministro si me equivoca— no aparece la posibilidad 
de fijar un plazo para evitar el enlenteciniento de la 
tramitación que tiene que seguir aquella empresa que quiera 
ampararse a-los beneficios del proyecto. 4 

Otro punto sobre el que tengo dudas es el que tiene que 
ver con la escisión, fusión y transformación —establecidas en 
el artículo: 17— que en la prágqtica puede llevar a una 
exoneración muy inportante tanto del IVA como del Impuesto a 
la Renta. El mismo dice: "Facúltase al Poder Ejecutivo a 
exonerar de los tributos que gravan las operaciones de 
escisión, fusión o transformación de sociedades, siempre que 
su principal objetivo sea el de expandir o fortalecer la 
empresa inversora amparada en la Declaratoria del artículo 6? 
de esta ley". Creo que debería ser más preciso o remitirse a 
una reglamentación, porque se puede lograr una exoneración 
—quizás muy importante  nmonetarianmente— expresando, 
simplemente, que el principal objetivo es expandir la empresa 
inversora. Me parece que esto es muy programático y que no está 
sujeto a ningún tipo de condicionamiento, por lo que podría 
servir para un uso distorsionado de ese tipo de exención, como 
históricamente se hizo en materia de disolución de sociedades. 
Por lo tanto, creo que debería precisarse un poco más el texto. 


El tercer comentario que deseo hacer tiene que ver con el 
artículo 20, por cuanto en su último párrafo dice: "El convenio 
estará referido a la situación vigente a la fecha de su 
otorgamiento. Su plazo" -——se refiere a los convenios de 
estabilidad fiscal— "será de cinco años, ampliable hasta 
quince años para inversiones de monto significativo y ciclo de 
maduración prolongado, según establezca la reglamentación en 
base a indicadores generales y objetivos", Se trata de dos 
requisitos de distinta naturaleza ontológica; uno tiene que ver 
con el volumen de la inversión y el otro con su naturaleza. Me 
pregunto si la intención de los redactores del proyecto fue 
exigir las dos condiciones en forma simultánea para anpliar la 
estabilidad fiscal hasta quince años, o si alcanza con una de 
las dos, en cuyo caso habría que ajustar la redacción. 
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SEÑOR ASTORI.- Deseo formular una pregunta sobre un tema que 
mencionó el señor Senador .-Posadas Montero y hacer algunos 
comentarios para que el señor Ministro los confirme o los' 
desnienta..- 


En priner lugar, cuando se intenta estimular el proceso 
de especialización productiva, parto de la base de que los 
estínulos no sólo están dirigidos a transformar producciones 
no competitivas en importaciones, sino también a estimular el 
abaratamiento de la importación de insunos y bienes de capital 
de una determinada producción. Aclaro que no se trata del 
ejemplo puesto en la exposición de motivos, que habla de un 
bien no competitivo y otro competitivo, con la posibilidad de 
estimular el segundo en detrimento del primero. Mi pregunta 
apunta al caso del abaratamiento de importaciones de insumos 
y bienes de capitales. Quisiera saber si ese caso quedaría 
comprendido en el proceso de estímulo a la especialización 
productiva. 


Sin pretender abrir polémica al respecto, considero que 
la ¡inquietud del señor Senador Posadas Montero estaría 
contemplada —si interpreto bien la ley— en la medida en que 
no sólo puede haber reducción arancelaria en relación con los 
países miembros del MERCOSUR, sino también respecto al Arancel 
Externo Común. 


SEÑOR POSADAS MONTERO.- No es así. 


SEÑOR ASTORI.- Hago la pregunta porque hay compromiso respecto 
a las dos cosas: hay un régimen de competencia del Arancel 
Externo Común y excepciones en vigencia a la llamada Zona de 
Libre Conercio. Cono instrumentos se pueden nanejar los dos, 
de aquí hasta que finalice el proceso en que culmina la 
convergencia del Arancel Externo Común por un lado y, por otro, 
las excepciones en' la Zona de Libre Comercio, es decir, el 
régimen de adecuación. 


SEÑOR POSADAS MONTERO.- Se trata de dos niveles diferentes: uno 
es el compromiso entre los cuatro países —que hace al Arancel 
Externo— y el otro son excepciones pedidas unilateralmente y 
concedidas. Sobre lo segundo, el país puede renunciar y no le 
van a decir nada; pero sobre el primero, se requiere el acuerdo 
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de los otros tres países. 


SEÑOR ASTORI.- Exactamente por lo que acaba de señalar el señor 
Senador —renunciamiento en el primer caso y acuerdo en el 
segundo— se trata de elementos de política económica que se 
pueden manejar para modificar situaciones, estimulando a unas 
y castigando a otras. Por supuesto, como dice el proyecto, 
deberán ser acotadas en el tiempo —porque hay un tiempo para 
hacer esto— y limitadas en el monto, porque también se 
requiere de un instrumento previo para hacerlo. En todo caso, 
pregunto si se pueden manejar las dos cosas y si es intención 
del Poder Ejecutivo hacerlo. De confirmarse que se puede y que 
este últino lo desea hacer, ne parece que se podría evitar el 
quedar cautivo de la industria y ha tecnología en los medios 
de producción de los países de la región. 


Tampoco entendí bien lo referente al impuesto a la Renta 
y al Patrimonio, porque tengo entendido que el proyecto puede 
manejar los dos en materia de exenciones fiscales. Creo que en 
esta materia se confirma aquello de que los impuestos directos 
son los mejores instrumentos de estímulo a la inversión, aunque 
no sucede lo nismo con los indirectos que no sirven para 
estimularla e, incluso, desestimulan la producción. Además, - 
entiendo que está contemplada la posibilidad de manejar el 
Impuesto al Patrimonio como un instrumento de est lo. Tengo 
entendido que la principal dificultad que llevó al no 
funcionamiento del "leasing" fue precisamente el Impuesto al 
Valor Agregado; por lo menos, esa es la impresión predominante 
en la plaza, como se suele decir. 


Finalmente, quisiera preguntarle al señor Ministro y a sus 
asesores si no han pensado —y si lo han hecho, por qué no lo 
tuvieron en cuenta— que en nateria crediticia, una de las 
herramientas de estímulo potencialmente más importante gue 
tiene el país es la modificación de algunas normas de encáje 
del Banco de la República, sobre todo las que pesan sebre 
fondos públicos. Los estímulos que incluye el proyecto, como 
los referidos al gravawen-a las hipotecas y todos los aquí 
previstos, a mi juicio son relativamente insuficientes para 
disminuir el costo de los créditos, sobre todo a la luz de las 
necesidades que tiene la inversión en el Uruguay y nás aún 
teniendo en cuenta la inflación descendente que tenemos en 
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estos momento. Me da la impresión de que, sin modificar normas 
de conducta de nuestra principal institución financiera que, 
por,otra parte, están impuestas por la autoridad monetaria —es 
decir, que no les por decisión del Banco de; la República— 
quizás no pes ya lograr resultados significativos en materia 
de abaratanmierto del crédito que está necesitando el Uruguay, 
y en lo que creo todos coincidimos. 


Estas son las preguntas y reflexiones que quería dejar 
planteadas. 


SEÑOR BATLLE.- Me asalta alguna duda con respecto al sistema 
propuesto. Sin ninguna duda, todos estamos interesados en que 
hayan más inversiones. Nuestro deseo es que tanto los que están 
instalados y trabajando como aquellos que puedan venir 
inviertan en actividades existentes o en otras nuevas. En este 
sentido, me pregunto si no será más adecuado elegir un camino 
más objetivo para que todo el mundo esté en igualdad de 
condiciones, sin dejarlo librado a la discriminación que la 
Administración tiene que hacer de las actividades y de la 
manera en que deben ser promovidas y analizadas las mejoras en 
cuanto a la competitividad. Incluso, debemos tener en cuenta 
que éstas no son estáticas sino dinámicas: pueden existir hoy 
y desaparecer mañana. 


Tengo la impresión de que en el deseo y la necesidad de 
abrir el mercado para que las inversiones lleguen al país y no 
solamente en el ánimo de producir más bienes y ofrecer más: 
trabajo sino también en el de no generar una competencia que 
perjudique a aquellos que ya están instalados en el país en 
rubros similares —que por distintas circunstancias no puedan 
invertir en el momento en que lo hacen los demás— sería más 
adecuado buscar mecanismos objetivos que se puedan aplicar 
linealmente a todos. 


En cuanto a la primer pregunta que realizó el señor 
Senador Posadas Montero cuando decía que si existe una 
previsión de sacrificio fiscal, la respuesta debería ser que 
no existe una previsión, que no.es posible darla porque, en la 
medida en que haya una pérdida de ingreso en, función de una 
inversión, habrá un aumento del ingreso en función de lo que 
ésta genera cono actividades que, a su vez, por distintas vías 
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—directas o indirectas— generan una tributación que hoy no 
se percibe. Por lo tanto, me parece que en ese caso el problema 
no será tan difícil de enfrentar. Lo que sí me parece que es 
más difícil de enfrentar es la evaluación de cuáles actividades 
y sectores deben ser promovidos cuando coliden con otras 
enpresas que hacen lo mismo en el país y que por distintas 
circunstancias no pueden invertir. Allí estaríamos generando 
una situación de desventaja en los inversores tanto nacionales 
como extranjeros. $ 


Me gustaría más explorar disposiciones que fueran 
aplicables de una manera objetiva, sin necesidad de que la 
: Administración haga una discriminación, como lo deberá hacer 
en cada caso; es decir qué se puedan aplicar linealmente, ya 
sea en determinado tipo de situaciones que se han tratado aquí 
o no desde el punto de vista fiscal. 


El tema, por ejemplo, de una inversión en la que se hace 
un contrato por el cual no se modifican las condiciones 
fiscales, debo decir que es muy delicado porque deternina que 
si hago una inversión textil muy inportante y un contrato por 
el que se van a modificar las condiciones fiscales, todos mis 
competidores tendrán que sufrir las variables que puedan 
aparecer en nateria tributaria y, en consecuencia, habrá un 
desplazamiento de unos frente a otros dentro del mercado de 
acuerdo al tipo de inversión que se haya realizado. Me parece, 
entonces, que se trata de un sistema que puede ser muy 
interesante desde el punto de vista de la tentación que 
significa hacer una inversión, pero que puede llevar a que 
determinadas organizaciones sufran mucho frente a otras. Esa 
es la preocupación que me asalta cuando veo con qué orientación 
se ha planteado este texto. Aunque no dudo que este tipo de 
cosas se están aplicando en otros países, hay que tener en 
cuenta que seguramente estos deben tener mercados internos 
mucho más amplios y abiertos que el nuestro. Puede ser que se 
pueda obtener una ventaja de esta magnitud cuando se trate de 
actividades —de las que existen muchas todavía— no presentes 
en el proceso industrial y, en general, de las actividades 
productivas en el país. Pregunto, por lo tanto, al señor 
Ministro si más allá de que sea un instrumento interesante, no 
será peligroso en el momento de aplicarse por parte de la 
Administración para aquellos que no están eq condiciones de 
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realizar una inversión y recibir los beneficios que se dan por 
este sistema, a través de las disposiciones que se han 
propuesto. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Hierro López.) 


SEÑOR MINISTRO.- Vamos a procurar responder con cierto orden 
las ' inquietudes formuladas en esta primera aproximación al 
contenido del proyecto. Lo vamos a encarar en forma conjunta 
con quienes hoy me acompañan; por consiguiente, iremos tratando 
de satisfacer :todas las interrogantes y,a medida que el tema 
lo amerite, solicitaremos autorización para que nuestra 
exposición sea acompañada por las aclaraciones de los 
destacados técnicos que están con nosotros. i 


En primer lugar, respecto a las previsiones que puedan 
existir en cuanto al sacrificio fiscal, quiero destacar que 
efectivamente no existe ninguna -evaluación cuantitativa 
realizada por la Administración, sino que básicamente nos ha 
animado la compatibilización de ciertos criterios que en 
nuestra opinión aneriten el abordaje del tema sin distorsiones 
al interior de los distintos sectores productivos, procurando 
un marco genérico lo más equitativo posible en virtud de que 
pensar en mecanismos de estímulo para ciertas actividades y no 
para otras no parece la actitud más apropiada. 


En segundo término, se planteaba si había un cierto sesgo 
en considerar el Impuesto a la Renta como un beneficio 
favorable en detrimento de otras figuras impositivas que puedan 
estar entorpeciendo la decisión de inversión, particularnente 
el Impuesto al Patrimonio. Quiero destacar que actualmente la 
Administración tiene facultades para exonerar del pago del 
Impuesto a la Renta de Industria y Comercio, pero el que no 
haya hecho uso de este beneficio no se debe estrictamente a una 
consideración de orden fiscal, sino a que básicamente creemos 
que es un enfoque equivocado. Pensamos que la renta, cuando se 
genera, debe ser alcanzada por la tributación. 


En definfítiva, lo que estamos pidiendo son facultades 
para actualizar el monto del impuesto a ser vertido a Rentas 
Generales y tener la posibilidad de diferirlo. Insisto en ello 
porque usualmente la inversión que se considera es la de bien 
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de activo fijo, y toda inversión de hotivo fijo supone 
paralelanente un incremento en la dotación de capital de 
trabajo. Entendemos que un mecanismo facilitador o no 
entorpecedor —por lo menos en el plano financiero— consiste 
en que ese compromiso pueda ser diferido mediante un sistema 
de actualización, que es el que se propone en este proyecto. 


Coincidimos en que, evidentemente, el Impuesto al 
Patrimonio es una figura tributaria que puede ser nociva para 
la decisión de inversión, y en ese sentido a las facultades 
existentes para su exoneración y a las modificaciones 
intregucidas, particularmente en la Ley de Presupuesto 
quinquenal, aquí, en uno de los artículos del proyecto se está 
planteando la posibilidad de que el Poder Ejecutivo quede 
facultado para considerar los bienes objeto de la exención cono 
activos gravados a efectos de la liquidación del tributo. 


Luego, a fin de que brinde algún aporte adicional sobre 
el actual régimen tributario y su incidencia en la inversión 
a través de esta figura impositiva del Impuesto al Patrimonio, 
solicitaré se le conceda la palabra al contador Eibe. 


En tercer lugar, existe la duda en: cuanto a si el 
mejoramiento de la competitividad como el principal objetivo 
tiene la laxitud suficiente como para que la Adninistración 
pueda enfrentarse a una demanda creciente en los beneficios a 
considerar. Al respecto, señor Presidente, me importa destacar 
el alcance que se pretendió dar a este artículo de naturaleza 
enteranente progranática. Ocurre lo siguiente. Si ahondanos en 
la legislación existente en la materia veremos que no se han 
jerarquizado los objetivos, sino que el Legislador entendía 
conveniente ——podemos encontrarlo en el Decreto-Ley N* 14.178— 
dar un marco propiciaterio mediante incentivos fiscales sienpre 
que se pudieran generar mayores corrientes de exportación y 
brindar mayor ocupación de mano de obra, y se establecían 
varias metas de alcance cualitativo, y en definitiva no había * 
ninguna jerarquización respecto al propósito que animaba la 
iniciativa. El único sentido que tiene esta norma —reitero, 
de alcance programático— es jerarquizar la competitividad en 
la producción de bienes entendiendo por tal la posibilidad de 
acceder a niveles conpetitivos, tanto en el área de bienes cono 
en el de servicios. No es más que un mero enunciado que trata 
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de jerarquizar, en un proceso tan peculiar, cuál es la meta que 
nos debe animar en la consideración de los beneficios o 
franquicias tributarias. $ 


Artes de avanzar hacia otros tópicos, tal vez resulte 
pertinente ahondar en la temática tributaria con alguna 
consideración del contador Eibe. 


SEÑOR EIBE.- Con respecto al planteamiento vinculado a la 
tenática de los Impuestos a la Renta y al Patrimonio, vale 
establecer cuál es la línea operativa general del proyecto de 
ley. 4 

” Este proyecto toma los beneficios vigentes en materia de 
promoción industrial y amplía el ámbito objetivo de aplicación 
de esos objetivos, yendo hacia criterios mucho nás objetivos 
—que en cierta medida es lo que el señor Senador Batlle 
señalaba— Y, además, incluyendo algunos instrumentos 
novedosos. 


Ahora bien, los instrumentos que se incluyen en el 
proyecto tienden, en realidad, a afirmar la línea que 
manifestaba el señor Senador Posadas Montero, ya que el 
establecimiento de un diferimiento en el Impuesto a la Renta 
lo que busca es un camino intermedio entre la exoneración, para 
la que ya está facultado el Poder Ejecutivo —=o una aplicación 
de mecanismos cono la canalización o la autocanalización del 
ahorro, que ya existen y para los cuales también ya está 
facultado— y el pago liso y llano del Impuesto en el priner 
Ejercicio en que se genere. Lo que se pretende es evitarle al 
inversor.un ahogo financiero en los primeros Ejercicios en que 
puede generar renta; sin embargo, también puede estar 
requiriendo importantes sumas de capital y trabajo pero sin que 
el Estado resigne el Impuesto. En realidad, el beneficio es de 
carácter estrictamente financiero y no económico. Como 
contrapartida, en la misma línea que señalaba el señor Senador 
Posadas Montero se establece que los activos exentos pueden 
considerarse codo activos gravados a los efectos del Impuesto 
al Patrimonio. És sabido que a partir de las modificaciones 
introducidas en 1991 se neutralizan en buena medida los 
beneficios de exoneraciones del Impuesto al Patrimonio a través 
de declaratorias de interés nacional, en la medida en que la 
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empresa no se financia con fondos propios porque de esos 
activos exentos se deducían los pasivos 


ese sentido, evitando dicha licuación de los pasivos 
computables y, por lo tanto, beneficiando directamente al 
inversor. Pero, además, esto está i 
modificación que se introdujo, y de Presupuesto, donde 
por un lado se redujo la alícuota general del Impuesto en el 
caso de los activos empresariales, del patrimonio empresarial, 
y además se estableció, con respecto al pago del Impuesto a la 
Renta, que la tasa puede alcanzar el 0,75%, lo cual implica un 
abatimiento sustancial respecto a las tasas vigentes del 
Impuesto. : 


Es decir que hay una evolución muy clara, en el sentido de 
eliminar o atenuar la carga que supone el Impuesto al 
Patrimonio sobre los factores de producción. 


SEÑOR BATLLE.- Si no entendí mal, el contador Eibe dijo que la 
potestad que se asigna, por internedio de este proyecto de ley, 
para diferir la percepción del Impuesto a la Renta, supone un 
alivio financiero al inversor y no una pérdida fiscal porque, 
si bien existe una postergación, habrá una recaudación en el 
futuro. 6 


SEÑOR ASTORI.- Al mismo tiempo, existirá un reajuste. 


SEÑOR BATLLE.- Es verdad, señor Senador; mientras tanto, el 
Impuesto al Patrimonio se mantiene. 


SEÑOR EIBE.- Lo que dije fue que hoy, el Poder Ejecutivo, de 
acuerdo con la Ley de Promoción Industrial, tiene la facultad 
de exonerar totalmente el Impuesto a la Renta. Lo que se 
plantea aquí es que este impuesto se difiera. No obstante, el 
Poder Ejecutivo tiene la facultad de exonerar del Impuesto al 
Patrimonio, aunque éste se encuentre vigente en general. En 
este sentido, puede haber sectores o, eventualmente, toda la 
actividad industrial con respecto a determinados bienes, o 
todas las actividades, en caso de que se apruebe esta 
iniciativa, que se vinculen a una mejora de la competitividad, 
que estén exonerados de dicho impuesto en determinadas 
situaciones. En consecuencia, si bien el Impuesto al Patrimonio 
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está vigente, en una situación hipotética se puede exonerar y, 
al mismo tiempo, diferir en el tiempo el pago del Impuesto a 
la Renta. 


SEÑOR BATLLE.- Tomando en cuenta los objetivos que se 
persiguen, ¿no sería más conveniente para aquel que va a 
invertir, que en función del porcentaje que la inversión supone 
sobre la ya existente o de la naturaleza de la nueva inversión, 
se le dé la facultad que ya tiene al Poder Ejecutivo o que se 
establezca, no digo una obligatoriedad, pero sí una relación 
entre inversión y exoneración por un plazo determinado del 
Impuesto al Patrimonio, sin necesidad de tocar el mecanismo 
existente en el Impuesto a la Renta? Pienso que si se quiere 
proteger a aquel que esté invirtiendo —tomando en cuenta lo 
que ello supone en una primera inversión— es mejor considerar 
lo relativo al Impuesto al Patrimonio que lo que tiene que ver 
con el Impuesto a la Renta, porque renta habrá o no según como 
le vaya en el negocio, pero patrimonio siempre hay, más allá 
de que le vaya bien o mal. 


SEÑOR EIBE.- Creo que son mecanismos que no se contraponen, 
sino que más bien se complementan. Por otra parte, el peso 
financiero del Inpuesto a la Renta —si es que la enpresa tiene 
una rentabilidad relativamente importante— es muchísimo mayor 
que el del Impuesto al Patrimonio; pienso que una cosa no obsta 
para que se aplique la otra. 


SEÑOR IRURTIA.- No sé si los factores que se toman en cuenta 
—<omo, por ejemplo, el incremento de la productividad— se 
refieren, fundamentalmente, a los casos de exportaciones 
concretas. Me da la impresión de que estas medidas están 
pensadas para un futuro y no para el momento actual. Si uno 
visualiza la actividad industrial o productiva del país, 
comprobará que la mejora de la productividad es un elemento que 
seguirá estando en juego a lo largo de los años, pero hay otros 
factores que son de difícil valoración en este momento. En el - 
ámbito del MERCOSUR, todas las estructuras son poco formales 
y, en consecuencia, es imposible ubicar estos aspectos como 
hechos reales. En suma, reitero, me gustaría saber si esta 
argumentación está pensada para el momento en que ya estén 
rigiendo las formalidades del MERCOSUR o si se puede empezar 
a practicar desde ahora. 


cn. 


- 24 - 


SEÑOR EIBE.- Es muy interesante el planteo que formula el señor 
Senador Irurtia, pero entiendo que obedece a una política 
fiscal de largo plazo, punto sobre el cual seguramente el señor 
Ministro le contestará adecuadamente. En lo personal, sólo 
quería referirme a los aspectos instrumentales de las 
modificaciones tributarias. + 


Con respecto a las otras inquietudes que se expresaron en 
materia tributaria, se hizo alusión a los contratos de crédito 
de uso, es decir, a la temática del *leasing".' La parte fiscal 
del contrato de crédito de uso, desde la creación de la ley en 
la cual se estableció esta figura, tuvo diversos vaivenes. 
Originalmente, en materia de Impuesto al Valor Agregado, se 
exoneraban todos los contratos que tuvieran plazos mayores a 
tres años y se le daba a la institución financiera acreditante, 
un crédito pór el IVA, incluidas las adquisiciones de esos 
bienes. Eso generó una corriente bastante fuerte de promoción, 
fundanentalmente, de automóviles no utilitarios que muchos 
contribuyentes incluyeron en sus empresas, con lo cual evitaban 
el pago del inpuesto correspondiente. 


En la Administración anterior se analizó esa situación y 
se comprobó que no era muy conveniente porque, en definitiva, 
no cumplía con los objetivos promocionales expuestos. En ese 
sentido, se estableció una modificación que ofició de un modo 
bastante pendular, porque eliminó todas las exoneraciones de 
la parte de la prestación financiera de la colocación. 
Básicamente, el "leasing" tiene tres componentes: la 
amortización financiera —<que es el precio actual de la venta 
del bien— los intereses y los reajustes de precios. En una 
modificación que, si no recuerdo mal, se hizo en el año 1991, 
se dispuso que lo único que quedaba exonerado era la parte 
financiera, de los intereses, mientras que quedaba gravado lo 
relativo a la amortización financiera de la colocación. 
Posteriormente, se atenuó esa disposición por un decreto en el 
cual se eliminó el IVA sobre los reajustes de precios. En 
definitiva, el necanisnmo cayó en desuso y ahora también se opta 
por un camino intermedio, en el cual se retoma la exigencia de 
que el contrato sea a plazos mayores de tres años y se fija la 
exoneración total del conjunto de prestaciones del contrato de 
crédito de uso, siempre que el bien objeto del contrato no sea 
un vehículo de paseo, con lo cual se recogen todas las 
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objeciones que se plantearon originalmente. En esas 
condiciones, toda la operación está exonerada y se evita, por 
otra parte, al Banco, el costo de la adquisición de ese bien, 
otorgándole un crédito por el Impuesto al Valor Agregado. Si 
no se cumple alguna de estas dos condiciones, pero el 
adquirente es un contribuyente del Impuesto a la Renta, oa las 
Rentas Agropecuarias, estaría exonerada la parte financiera y 
el bien estaría gravado, lo cual retoma la situación vigente 
con respecto a contratos de corto plazo o a la adquisición de 
vehículos no utilitarios por parte de empresas. 


Ese es el esquema que se ha manejado en relación al 
"leasing" y que creemos va a potenciar, desde el punto de vista 
tributario, esa figura. 


Otra duda que se planteó es la relativa a la introducción 
de disposiciones en materia de IMESI: Este es un impuesto 
selectivo, y en esta materia, en el mundo, básicamente existen 
dos tipos de bases imponibles habituales. Por un lado, están 
aquellos bienes en los cuales se pretende castigar su consumo, 
porque se entiende que son perniciosos, como es el caso de las 
bebidas alcohólicas y de los cigarrillos. Por otro lado, 
estarían los bienes que son de demanda inelástica y que, 
eventualnente, producen problenas en materia ecológica, entre 
los que podemos contar a los combustibles y a los automóviles. 
Tanbién, en forma general, se elimina esa tributación selectiva 
a los bienes automotores vinculados a la actividad productiva. 
Este no es el caso de nuestro IMESI —tampoco de su antecesor 
el IMECO— en virtud del cual vehículos tales como 
autoelevadores están gravados. Entonces, lo que pretende la ley 
es excluir del ámbito de la aplicación del IMESI a ese tipo de 
vehículos afectados a la producción. Si bien ya existen algunas 
normas en materia de producción industrial por la cuales se 
exonera en la importación a vehículos destinados a la 
producción industrial, en consonancia con lo que es esta 
ampliación del ámbito objetivo de aplicación de las 
franquicias, se establece la mencionada exoneración. 


Por último, en materia de escisión y de fusión, 
efectivamente la norma es de carácter general y comprende no 
sólo a los impuestos propios, sino también a aquellos que se 
aplican sobre la trasmisión de dominio, tales como el Impuesto 
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a las Trasmisiones Patrimoniales y el Impuesto al Valor 
Agregado. En lo que tiene que ver con fusión y escisión, existe 
una antigua controversia doctrinaria, ya que hay quienes 
sostienen que la escisión y la fusión, en la medida en que se 
trata de operaciones de trasmisión de bienes a título universal 
ho están alcanzadas por tributo alguno. Cabe destacar que ésta 
no ha sido la posición que ha mantenido la administración 
tributaria del Poder Ejecutivo en los últimos veinte años y, 
por lo tanto, esta solución legal plantea la posibilidad de 
establecer exoneraciones en la materia. 


SEÑOR MINISTRO.- Otrá de las inquietudes formuladas tiene que 
ver con el régimen de especialización productiva propuesto. 
Creo que esto, en la forma en que fue planteada la inquietud, 
nos obliga a hacer algunas consideraciones sobre el actual 
régimen de importación de bienes de capital, a fin de ver de 
qué forma dicho régimen guarda concordancia con este sistena. 


En forma muy sucinta, señor Presidente, todos sabemos que 
los bienes de capital en las negociaciones del MERCOSUR fueron 
objeto de tratamiento diferencial y Uruguay logró consolidar 
un proceso de convergencia al Arancel Externo Común, partiendo 
del 0% hasta alcanzar el 14% en un período de doce años, 
estando actualmente ubicados con una alícuota del 1%. En forma 
paralela á esta peculiar convergencia al Arancel Externo Común, 
el país logró incorporar algunos de los regímenes existentes 
—o la totalidad de ellos— en materia de tratamiento de los 
bienes de capital. Particularmente importa hacer mención al 
decreto del año 1982 que establece un gravamen diferencial en 
la ¡importación de bienes de capital cuando no exista 
competitivo producido por la industria nacional. En virtud de 
ese decreto, se dio facultades al Ministerio de Industria y 
Energía para que pudiera auterizar, pagando el arancel mínimo 
que entonces era del 6%, siempre que se configuraran los 
elementos descritos. Lo que ocurre es que este régimen especial 
no ha sido de aplicación hasta la fecha, por la sencilla razón 
de que al estar actualmente gravados los bienes de capital a 
una tasa inferior al 6%, no tiene sentido porque no le da 
operatividad. No obstante, sin duda sí será operativo en la 
medida en que la convergencia Arancel Externo Común vaya 
incrementando la alícuota en forma automática, año a año, 
Entonces, en algún monento tendremos que rever un réginen que, 
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insisto, está incorporado en el patrimonio histórico negociado 
en el MERCOSUR. Seguramente, también habrá que revisar algunos 
componentes que allí están amparados como bienes de capital 
y, en definitiva, no lo son, teniendo en cuenta que hay otros 
que sí sería preciso incorporar. 


Al mismo tiempo, existe un régimen especial para el sector 
agropecuario que establece la posibilidad de importar bienes 
de capital e insumos también desgravados, es decir, de alícuota 
0. Por último, está la potestad de la Administración de 
considerar la desgravación en la importación de bienes de 
activo fijo al amparo del Decreto N* 14.178, es decir, el 
régimen de promoción industrial. 


Brevemente, esta es la situación y el tratamiento 
arancelarío de los bienes de capital. 


En rigor, lo que se establece en el régimen de 
especialización productiva no guarda estricta relación con 
procesos de producción o etapas en la cadena de producción de 
las empresas, sino que tiene que ver con ítems especificos de 
producción. Por esa razón, no se trata de que el desencadenante 
del sistema sea la eliminación de procesos-etapas, sino el 
incremento en la exportación de determinados Ítems a cambio de 
ciertas facultades para poder importar otros que esa misma 
empresa discontinúa en su proceso productivo. Por ejemplo, 
podenos citar el caso de una industria autopartista que celebra 
un convenio para expandir la producción de determinado ítem 
específico y realiza un proceso de inversión a tales efectos. 
Paralelanente, para facilitar ese proceso de adecuación, se 
entiende pertinente la disminución o eliminación de la 
producción de otro ítem específico. En definitiva, de lo que 
se trata es de dar un instrumento facilitador de esa 
reconversión; y a tal fin, va a operar un doble tope en la 
medida en que, efectivamente, por causa de esa inversión se 
incremente la exportación del bien al que aludíamos, 
pernitiendo la importación a un menor arancel desde el 
MERCOSUR, del ítem que discontinúa o disminuye en su 
producción. En consecuencia, el doble tope opera, en primer 
lugar, por el nivel incrementado de exportación y, en segundo 
término, por la disminución que efectivamente opere en el otro 
bien que es el que se discontinúa o disminuye. Asimismo, 
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sabemos que esto es un beneficio que está acotado en el tiempo, 
en tanto los productos que están en réginen de adecuación, en 
forma lineal y automática, van descendiendo. 


En definitiva, la consecuencia de esto es que se va a 
estar anticipando el período de adecuación en que se encuentran 
los sectores productivos, propendiéndose a que esa reconversión 
en la producción de aquellos ítems que tengan mejores 
posibilidades en el mercado de exportación, puedan recibir un 
estímulo adicional. Esto va a suponer la introducción al país 
en condiciones más ventajosas para los ítems que disninuyen o 
discontinúan, acotado el monto al doble tope que hosotros 
preveíamos. 


SEÑOR BATLLE.- Quisiera saber qué sucede si, siguiendo el 
ejemplo que está manejando el señor Ministro, el ítem que se 
discontinúa —en función del aunento y la exportación del otro 
sobre el cual se invierte— es también producido por otra 
empresa en el mismo país, que no ha hecho una inversión y que, 
sin embargo, está produciendo ese bien, y que en función del 
sistema de excepciones que hemos obtenido, todavía está 
protegida de alguna manera en la competencia interna del 
mercado. ¿Qué pasa con ese que puede importar sin pagar el 
ic en relación con el otro que ya está produciendo en el 
país 


SEÑOR MINISTRO.- Esta cuestión ha sido analizada en este 
sistema de especialización. Naturalmente, en la casuística 
puede presentar dificultades como las que alude el señor 
Senador Batlle, pero ello cuando uno hace el relevamiento 
sectorial y logra identificar a las empresas, se constata que 
esa situación se está configurando en muy pocos casos. Podemos 
considerarla en el interior de la empresa textil o en la 
automotriz, y haciendo un relevamiento como el que heros 
realizado, vamos a poder demostrar que los casos de conflicto 
que se puedan suscitar por el mejoramiento de condiciones de 
competencia relativa son la excepción y no la generalidad. 


De todos modos, en esos casos se va a hacer un estudio a 
los efectos de determinar cuáles son esas situaciones y, 
obviamente, en esas cirgunstancias no va a poder operar, si tal 
como manifestó el señor Senador, hay empresas que no adquieren 


cn. 


- 24 - 


un nivel de competencia razonable en los mercados, en un ítem 
que otra puede discontinuar. 


Insisto, este caso no es la norma general, sino que más 
bien constituye la excepción. Además, este relevamiento que 
hemos realizado será profundizado en oportunidad de seguir 
tratando este proyecto. 


SEÑOR BATLLE.- Solicitaría, entonces, a la Mesa, que por 
Secretaría se nos haga llegar, como instrumento para analizar 
esta situación, las listas de excepciones que nantenenos en los 
acuerdos del MERCOSUR, a fin de poder observar también cuáles 
son las situaciones de los grandes rubros, fundamentalmente, 
en materia de producción primaria industrializada, porque 
pensanos que en lo que hace a las partes autonotrices, dichos 
acuerdos ni siquiera se celebran en el marco del MERCOSUR. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Luis Hierro López).- Entonces, queda 
trasladado el pedido al señor Ministro. - 


SEÑOR ASTORI.- Personalmente, entiendo que sería oportuno 
contar con las dos listas, 'esto es, la que corresponde a las 
excepciones a la 20na de libre comercio y la que refiere a 
aquellas que están involucradas en el régimen de convergencia 
del Arancel Externo Conún. do 

Tanbién deseo hacer una pregunta al señor Ministro, de 
forma de confirmar o desmentir definitivamente el caso 
planteado. La configuración de la situación que está comentando 
el señor Ministro, ¿incluye o no el hecho de que el producto 
discontinuado pueda ser utilizado cono insuno en la producción 
del bien de exportación que se pretende estimular? 


SEÑOR MINISTRO.- Esencialmente, apunta a la producción de 
bienes terminados. A wi juicio, aquí también estaríamos 
ingresando en un terreno especial. Digo esto porque, así como 
traté de explicar que la importación de bienes de capital y de 
insumos tiene un régimen especial, es evidente que hay 
deterninados sectores que producen cierto bien que, a su vez, 
es insuno de otros sectores. Por ejemplo, es el caso de la tela 
para la industria confeccionista. 


en. 


Tal vez la forma más clara de visualizar el alcance y el 
uso posible del instrumento sea hacer un relevamiento en virtud 
de la lista que se solicita y atendiendh al interior de las 
ramas que se han estudiado, en cuanto al impacto posible que 
un régimen de esta naturaleza pueda provocar. 


Otro elenento que debe ser tomado en consideración y que, 
naturalmente, ha merecido el análisis para proponer este 
sistema, es el efecto que puede generar en sectores que ya 
están importando esos bienes y al respecto poseen toda una 
estructura conercial con un buen nivel de eficiencia en los 
canales vigentes de distribución. 


En relación al planteo vinculado al leasing operativo, tal 
como explicó el contádor Eibe, la normativa propuesta 
básicamente apunta a dar un mejor tratamiento tributario de 
acuerdo con las condiciones existentes, lo que hace que esta 
modalidad de crédito de uso deba ser canalizada a trayf$p de 
instituciones financieras, que son las únicas autorizadas a 
operar. En consecuencia, no existe oposición respecto a la 
consideración de leasing operativo ——<que entendemos puede ser 
analizado y seguramente sea también un instrumento idóneo— 
pero de todas maneras no está comprendido en esta normativa. 


En lo que tiene que ver con la interrogante o inquietud 
formulada respecto a los plazos y la necesidad de poder 
establecer alguna modificación, debemos decir que en el 
proyecto de ley no se prevé ningún plazo para la evaluación del 
proyecto ni para conpatibilizarlo —una vez que aquella se haya 
realizado— en la Comisión de Aplicación propuesta, ni tampoco 
a los efectos de la determinación final por el Poder Ejecutivo. 
Sin embargo, sí se está pidiendo, de alguna forma, el poder 
disponer de facultades para contratar a terceros, lo que 
facilitará la evaluación. 


En alguna oportunidad, cuando la Administración propuso 
hacer uso de los mecanismos de capitalización de deuda y 
existió la posibilidad de que las evaluaciones de los 
eventuales proyectos se clasificaran para recibir ese 
beneficio, dio muy buen resultado que también pudiera 
contratarse con evaluadores que no fueran funcionarios 
públicos. Actualmente, existe una unidad de evaluación radicada 
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en el Ministerio de Industria, Energía y Minería, que es la 
única que hay en la Administración. En tanto el alcance 
propuesto en este proyecto requiere la posibilidad de evaluar 
otro tipo de emprendimiento, se está solicitando que esa 
evaluación pueda rtalizarse por personas idóneas que no fueran 
funcionarios públicos. 


Repito, no hay ninguna referencia en cuanto a plazos, pero 
en el ánimo planteado de llevar a cabo esto con personal idóneo 
que no sean funcionarios públicos, está el propósito de hacerlo 
en el menor tiempo posible. De alguna forma, esto guarda 
relación con otra inquietud que se formulaba y que tiene que 
ver con la interrogante acerca de si no se debería establecer 
algún criterio de objetividad mayor a los efectos de proceder 
con automaticidad en la concesión de beneficios. 


Quiero destacar, señor Presidente, que la Administración 
ya dispone de esa posibilidad y puede realizarla por vía 
adninistrativa, dándole el alcance más general que se quiera 
prever al amparo del Decreto-Ley de Promoción Industrial. De 
hecho, existen antecedentes que todos conocemos, a los efectos 
de dar automaticidad. lo que en definitiva se está 
estableciendo son facultades para poder considerar ciertos 
proyectos de enjundia, que ameriten su estudio por una unidad 
de evaluación, en el entendido de que por vía reglanentaria 
puede existir cierto tipo de beneficios que por un período 
puedan tener alcance general. 


Lo que no parecía procedente, en virtud de los ciclos que 
tiene la economía —y, por consiguiente, las fases de expansión 
y contracción— es establecerlo por norma legal, dándole un 
alcance ilimitado. Por lo tanto, se entendió pertinente que eso 
pudiera llevarse a cabo por vía reglamentaria. Es un hecho que 
hay cierto típo de beneficios que van a poder ser establecidos 
con alcance general, pero consideramos a su vez que cierto tipo 
de franquicias puedan ameritar su consideración dentro de las 
facultades que aquí se están solicitando. 


Otra inquietud que se formulaba es si la posibilidad de 
establecer algún conproníso con la Administración en natería 
de convenio de estabilidad fiscal o laboral no implica una 
discriminación respecto a aquellos sectores que ya hayan 


cn. 


- 32- 


en virtud de esta normativa, de acceder a este tipo de 
convenios. que, en definitiva, sin ninguna duda, genera un 
beneficio. Ciertamente, es un punto sobre el que deberíamos 
considerar cuál es la solución posible. 


Nuestro país dispone hoy de un sistema tributario que, en 
términos de conpetencia, regulta satisfactorio, no sólo 
respecto a los socios del MERCOSUR —donde creo claramente el 
Uruguay tiene alguna ventaja— sino también al resto del 
mundo. Por lo tanto, el dar la posibilidad de establecer un 
convenio de estabilidad fiscal no debe hacernos perder de vista 
la conveniencia de que las modificaciones tributarias que de 
aquí en nás puedan materializarse en nuestro réginen positivo, 
estén alineadas con el propósito de quitar progresivamente 
presión sobre los factores de producción nacional, elemento 
fundamental para el mejoramiento de la competitividad. 


Sin perjuicio de esto, admito que la legislación propuesta 
presente un sesgo discriminatorio frente a aquellas actividades 
que hayan lievado a cabo procesos de inversión y que, en virtud 
de esta norma, no puedan acceder a los convenios previstos. 
Hemos marcado una dirección en materia tributaria y lo deseable 
es que, en la medida en que este proceso de inserción en la 
región avance, se tenga presente lo que supone una modificación 
tendiente a incrementar gravámenes sobre factores de producción 


naciofíal. 


SEÑOR BATLLE.- Recuerdo que por el año 1985 —que fue la 
primera Legislatura en la que ingresé al Senado— apareció un 
señor que venía de Corea y que representaba a una compañía muy 
importante de ese país. En aquel tiempo, había un gran 
entusiasno —<que se mantiene bastante— por el Merino de 
Tasmania, el "cool wool"”, y una serie de aspectos vinculados 
a esos granmajes que en el Uruguay no se producen y que suponen 
un mercado muy amplio en muchos lugares del mundo. El hombre 
quería conprar varios miles de hectáreas, hacer una inportación 
feroz de Merinos de Tasmania e instalar una hilandería con 
50.000 husos. Si conociera esta ley, esta persona podría llegar 
a un acuerdo fiscal por 10 ó 20 años —porque se trataría de 
una inversión muy fuerte— e inmediatamente cerrarían todas las 
demás hilanderías. 
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SEÑOR MINISTRO.- El objeto de los convenios de estabilidad 
fiscal, que se ha establecido en el artículo 20, tiene que ver 
con el mantenimiento de las tasas del Impuesto a la Renta, con 
los criterios de amortización de los activos y con el sistema 
de deducción de pérdidas fiscales de ejercicios anteriores y, 
por supuesto, con la forna de deducción de los gastos admitidos 
por la Administración a los efectos del refexido impuesto. 
Entonces, no dejo de reconocer al señor Senador Batlle que en 
el caso que plantea pueda generarse algún problema, en la 
eventualidad de que las alícuotas se nodifiquen. 


Cuando un inversor o un empresario ya radicado en el país 
quiere realizar algún proceso de reinversión en su ciclo 
productivo, entre las razones que se esgrimen para que este 
proceso pueda materializarse, en el estudio de rentabilidad que 
se lleva a cabo se hace una proyección sobre un flujo de 
ingresos descontado, naturalmente, con el componente 
tributario, que va a tener un peso importante, como sabemos, 
en el margen de ganancia o la tasa de retorno. Debemos 
reconocer que el hecho de que la Administración pueda dar 
garantías de que, en lo que respecta a su conportanmiento 
fiscal, ese flujo no se va a ver alterado por una decisión 
posterior a sy fealización que llegue a cambiar en forma 
significativa € rentabilidad proyectada, es un elemento 
favorable en a evaluación de la radicación de ese 
emprendimiento en el país y está dando una garantía adicional 
de un saludable comportamiento. Siyen alguna oportunidad se 
quisieran incrementar alícuotas en imposición a la renta, ello 
iría en sentido contrario, en nuestra opinión, a lo que ha sido 
todo este proceso de modificaciones fiscales que hemos llevado 
a cabo en los últinos años, tendiegte, insisto, a establecer 
condiciones de competencia más safidables, y ellas descansan 
en la posibilidad de una menor presión fiscal sobre factores 
de producción nacional. De os los posibles componentes 
versión, hemos seleccionado tres 


garantía de pr ación. Pero naturalmente ello lleva 
implícito go discriminatorio respecto a quienes hicieron 
esa inversión y no van a acceder a la misna garantía. Entonces, 
la pregunta relevante en este punto es de qué forma se puede 
superar esto. Si se entiende que la no discriminación implica 
dejar todo como está, nos estamos privando de una garantía 
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adicional para el inversor. 


Otra alternativa puede ser procurar dar garantías para 
quienes ya han invertido en los últimos años y para quienes lo 
van a hacer, en el sentido de que estos criterios de 
amortización y deducción de gastos y las actuales alícuotas no 
van a ser objeto de nodificación. En este caso, podría 
levantarse parte de la objeción formulada. 


Una tercera posibilidad es optar por lo que, en 
definitiva, propuso el Poder Ejecutivo y es que exista un 
beneficio o una garantía adicional que estimule a ciertos 
emprendimientos para poder acceder a estos convenios de 
estabilidad. 


Otra inquietud formulada es la relativa a si se ha 
considerado algún cambio en la política de encajes, en 
particular, del Banco de la República, cono forma de facilitar 
el acceso al crédito. 


SEÑOR ASTORI,- No se refiere al acceso, sino a la disminución 
de costos. 


SEÑOR MINISTRO.- Es así, señor Senador. Sobre este punto 
quisiera hacer simplemente dos o tres consideraciones. En 
priner lugar, la posibilidad de establecer nodificaciones en 
la política de encajes no requiere de normativa legal, sino que 
está al amparo de las facultades que la Administración, en 
particular la autoridad monetaria, dispone al día de hoy. Sin 
perjuicio de ello, la pregunta relevante es si se trata de un 
instrumento idóneo, como mecanismo facilitador del crédito y 
como posible elemento para disminuir el impacto financiero vía 
reducción de tasas. Hemos sido contestes en destacar que así 
como hemos señalado límites indicativos para la expansión del 
crédito de nuestra banca oficial ——como naturalmente también 
lo existe para la banca privada— el establecimiento de 
condiciones que impliquen modificar la actual política de 
encaje del Banco de la República, puede tener consecuencias 
contraproducentes, Además, se quiso hacer uso de condiciones 
favorables que le permitan definir en el tiempo la reestructura 
a la que esta institución está abocada y nos pareció más 
pertinente poder dar el marco más amplio posible de 
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instrumentos financieros para acceder a un crédito en 
condiciones más favorables. En esa medida deben considerarse 
las propuestas que aquí se hacen conjuntamente con la Ley de 
Mercados de Valores recientemente aprobada y con el seguro 
proyecto de securitización que pronto remitirá el Poder 
Ejecutivo, como piezas que tienen en común facilitar el acceso 
al crédito en condiciones competitivas más favorables para los 
inversores, sin necesidad de acceder al crédito bancario en 
forma exclusiva o dominante. 


Personalmente, creo que cuando se analiza la situación del 
Banco de la República y, particularmente, los niveles actuales 
de "spread” en sus tasas, debemos considerar ese diferencial 
al amparo de lo que en la actualidad es su estructura de costos 
operativos. Sin duda, es el elemento que está inhibiendo, en 
definitiva, la posibilidad de que el Banco de la República 
pueda acceder, en la línea de crédito en moneda nacional 
—porque creo que en moneda extranjera estaba alineado al 
sistema y, como todos sabemos,  arbitrado a nivel 
internacional— a niveles más competitivos. No pensamos que 
sea el mecanismo idóneo facilitar el uso de los depósitos del 
Tesoro —-como se tuvo oportunidad de hacer en otra época— sino 
que, básicamente, a partir de la racionalización de su 
estructura y de los servicios que actualmente tiene, es el 
único antídoto que puede garantizar condiciones más favorables 
en términos de tasa de interés. 


Probablemente, hayan quedado sin responder algunas 
inquietudes. y no sé si la doctora Holtz desea aclarar alguna. 


SEÑORA HOLTZ.- Quizás valga la pena hacer alguna consideración 
general con respecto a la estructura operativa del proyecto de 
ley para la concesión de los distintos beneficios que se han 
previsto. 


El Capítulo I, por su parte, prevé ciertas disposiciones 
de carácter general, en relación con el tratamiento de la 
inversión en su conjunto. 


tl Capítulo 1I especifica, precisamente, el sistema 
especial de promoción a la inversión y para ello cuenta con la 
Sección 1 referente al régimen operativo de todo el Capítulo. 
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Dentro de ella, el artículo 6* define a las empresas 
comprendidas y el artículo 7* establece el mecanismo operativo 
para la concepción de los distintos beneficios específicos. A 
partir de alli, la Sección 11, que fija los beneficios fiscales 
que pueden ser concedidos a las distintas empresas o sectores 
de actividad amparados por el régimen, es una de las 
posibilidades que tiene el sistema. A su vez, la Sección 111, 
dentro del mismo Capitulo, que. prevé la especialización 
productiva, está contemplada dentro de este mecanismo general 
de amparo, en función de las categorías de inversión y 
siguiendo el procedimiento operativo del artículo 7*. 
Finalmente, la Sección IV, dentro de la denominada estabilidad 
jurídica, define las posibilidades de celebración de convenios. 
Reitero que esta Sección IV está incluida en el Capítulo 11 y, 
por ende, debe seguir las. pautas generales del artículo 6* y 
el procedimiento del artículo 7*. 


Por último, el Capítulo 111 contempla normas de carácter 
general, independientemente de la realización de una actividad 
promovida. 'Se trata de normas que facilitan, fundamentalmente, 
el acceso al crédito o disminuyen su costo. Se entiende que en 
forma general benefician las actividades productivas y las 
inversiones que se puedan realizar, más allá de que se 
efectivicen en un sector determinado de actividad o al amparo 
de una empresa específica. 


Si mal no recuerdo, se planteó una inquietud en cuanto al 
artículo 7”, norma que, desde mi punto de vista, es uno de los 
pilares del funcionamiento del sistema. En su parte inicíal 
prevé la posibilidad de que las franquicias se otorguen 
independientemente de la existencia de un proyecto de 
inversión. Esto es posible porque, como dice el artículo 6*, 
pueden declararse comprendidos sectores de actividad que no 
necesariamente van a presentar un proyecto de inversión. Por 
esa razón, el priner inciso del artículo 7* refiere en general 
a la posibilidad del otorgamiento de franquicias sin que haya 
un proyecto de inversión y el siguiente prevé el mecanismo 
operativo para cuando sí exista un proyeato de inversión, en 
cuyo caso se requiere la intervención de la Comisión de 
Aplicación, previa evaluación formulada por el Ministerio o los 
organismos correspondientes —si se hace en forma directa— 
o mediante el recurso a los terceros que puedan colaborar con 
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la actividad de evaluación. 


SEÑOR AGUIAR.- En lo que tiene que ver con las inquietudes 
planteadas por el señor Senador Bergstein podemos decir lo 
siguiente. Con respecto a los convenios de estabilidad fiscal, 
se había planteado la duda de si cabía la posibilidad de 
ampliar el plazo del convenio de 5 a 15 años. En cuanto a que 
el proyecto de ley habla de inversiones de monto significativo 
y Siclo de maduración prolongado, se había planteado la 
interrogante de si se requerían ambas condiciones y, en este 
caso, la respuesta es no. Son índices que se le están dando al 
Poder Ejecutivo para que, por vía reglamentaria, establezca las 
posibilidades de ampliación que entienda adecuada. - 


SEÑORA ARISMENDI.- De una primera lectura del proyecto de ley, 
me surgieron algunas inquietudes que ya fueron respondidas por 
las exposiciones del señor Ministro y las de sus asesores. En 
algunos casos, las preocupaciones que tenía —a pesar de que 
fueron clarificadas— aumentaron, pero considero que ello debe 
formar parte del debate que tendremos en el nomento adecuado, 
que coincido en que -no es ahora. Sin embargo, aún quedan 
algunos puntos sobre los que no alcanzo a comprender todas las 
nuevas posibilidades que se plantean. 


El artículo 3* expresa que las inversiones serán admitidas 
sin necesidad de autorización previa o registro. De la lectura 
surge claro el objetivo que se busca, pero quisiera saber 
cuáles serían las posibilidades que se brindan, sobre todo 
partiendo de la base de que podríamos recibir inversiones y 
capitales de diversos orígenes que, en algunos casos, no serían 
demasiado  "santos”. Considero que la ¡inexistencia de 
autorización, registro o contralor, transformaría en un mercado 
muy interesante para algunos capitales que tienen necesidad de 
sanearse en alguna parte. 


Por su parte, el inciso segundo del artículo 4* dice: "No 
se establecerán requisitos de desempeño como condición para el 
estableciniento,. la expansión o el nanteniniento de las 
inversiones, tales como la exigencia de compromisos de exportar 
mercaderías o la obligación de adquirir mercaderías o contratar 
servicios en el país". En este sentido, tengo la sensación de 
que habría una contradicción con el texto del artículo 18 que, 
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cuando refiere al régimen de especialización productiva, dice: 
"De acuerdo a dicho régimen, las enpresas podrán inportar 
exoneradas del Impuesto Aduanero Unico a la Importación 
(IMADUNI) y de recargos, bienes originarios de los Estados 
Miembros del MERCOSUR, similares a aquéllos cuya producción 
discontinúan o reducen. Dicha exoneración estará sujeta al 
cumplimiento de un programa de exportacién por parte de las 
beneficiarias”. 


Quisiera agradecer al señor Ministro la muy, clara 
precisión que realizó con respecto al carácter programático y 
la laxitud que tiene el artículo 6*. Sin embargo, estimo que 
esa laxitud e indeterminación, más que hacer una apertura, 
brinda una enorme discrecionalidad sobre la que luego habrá que 
reglamentar las condiciones. Pienso que la referencia al 
mejoramiento de las condiciones de competitividad es tan 
general que puede abarcar distintos ángulos de evaluación. 


Por su parte, pensamos” que el artículo 7* es muy 
importante dentro del proyecto de ley —como aquí se ha 
ratificado— porque es una especie de pivot en torno al cual 
giran una serie de disposiciones. Entonces, sería interesante 
saber qué se pretende abarcar cuando se habla de personas 
idóneas, porque no solamente harán un asesoramiento técnico 
sino que éste tendrá que estar en consonancia con las 
orientaciones las políticas del Poder Ejecutivo, porque la 
Comisión de Aplicación, que estará presidida por el Ministro 
e integrada por representantes de otros Ministerios será la 
que, en últina instancia, decidirá. 


Asimismo, el último inciso del artículo 23 expresa: "Lo 
dispuesto en los párrafos precedentes será de aplicación con 
relación a los inversores extranjeros en caso de ausencia de 
tratado, protocolo o convención internacional en materia de 
solución de controversias, en vigor a la fecha de suscitarse 
las mismas". Creo que sería interesante contar con la nómina 
de Tratados, Protocolos y Convenciones internacionales vigentes 
en materia de controversia que se tuvieron en cuenta cuando se 
pensó en la redacción de este artículo. 


SEÑOR MINISTRO.- Con respecto a la duda planteada por la señora 
Senadora Arismendi sobre el artículo 3* propuesto, que 
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establece que las inversiones serán admitidas sin necesidad de 
autorización previa o de registro, podenos decir que 
simplemente hemos recogido, por un lado, lo que establece la 
doctrina dominante vigente en materia dé exigencias para 
inversiones y, por otro, lo que ha sido la tradición del país 
en esta materia en los últimos años. De la nisna forma en que 
se establece que no hay discriminación a los efectos de radicar 
una inversión enel país y que los residentes, no residentes 
y extranjeros” ho serán objeto de tratamiento diferenciado, 
tanpde existe en nuestro sistema ningún requisito de 
autorlización para poder radicar una inversión y, en el caso de 
residentes y no residentes, ni siquiera existe la necesidad de 
su régistro. El punto al que se ha hecho referencia alude a si 
por esta vía no se estaría amparando la posibilidad de 
radicación en el país de capitales de dudoso origen, por 
decirlo de alguna forma. Al respecto, existe un contralor 
llevado a cabo por el Banco Central del Uruguay establecido en 
distintas Circulares a partir de las cuales se tiene 
perfectamente ¡identificadas aquellas cuentas que exceden 
determinado monto. Estas Circulares están siendo incorporadas 
en el proyecto de ley remitido al Parlamento en el que se 
establece la necesidad de darles rango legal. 


En consecuencia, creemos que esa legítima duda está 
salvada por el alcance dado a la disposición, que prevé darle 
rango legal a la Circular que ya existe desde hace tiempo en 
el Banco Central del Uruguay. 


En lo que tiene que ver con el artículo 4o. y la no 
exigencia de requisitos de desempeño, debemos tomar en cuenta 
que en la región han existido —aunque ahora están siendo 
levantadas-—— restricciones para poder radicar inversiones en 
algunas áreas debido a que había zonas donde existían 
monopolios legales y se daba preferencia a la acción estatal, 
o a que en algunos países se establecía prioridad hacia 
inversores nacionales dedicados a actividades como, por 
ejempro; la minería. En nuestro país nunca ha existido ninguna 
discriminación en esta materia y ningún sector ha sido excluido 
a título expreso de la posibilidad de hacer inversiones, salvo, 
claro está, en aquellas áreas reservadas en régimen de 
monopolio por el Estado. Pero no hay ninguna actividad abierta 
en el campo privado para la que se establezcan restricciones 
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en cuanto a la inversión o al cumplimiento de ciertas pautas 
de producción, de exportación o de desempeños productivos con 
el fin de que la misma se radique o se mantenga en nuestro 
país. Además, quiero destacar que el establecimiento a título 
expreso de la no existencia de ningún requisito no colide con 
el régimen de especialización productiva. Vale decir que se 
establece como principio general la posibilidad de que un 
inversor se pueda dedicar a cualquier área de actividad abierta 
al sector privado. 


Por otra parte, se establece que dentro de los mecanismos 
previstos por la normativa proyectada puede haber ciertos 
estímulos vinculados al régimen de especialización productiva. 
Es decir que, por un lado, se establece la facultad para 
realizar y radicar inversiones en el país y, por otro, se 
determina de qué forma se puede acceder a ciertos beneficios. 


Asimismo, se plantea alguna interrogante a propósito de 
la laxitud del artículo 60., donde se da, programáticamente, 
algún indicio del tipo de inversiones en que se está pensando, 
o dicho en otros términos, cuál es el propósito que anima al 
Poder Ejecutivo para conceder los beneficios establecidos en 
el proyecto. En este sentido pienso, señor Presidente, que 
lejos de mantener o ampliar la discrecionalidad que tiene la 
Administración, lo que hace esta normativa es acotarla, aun 
adnitiendo que por nejoramiento de competitividad existe una 
laxitud suficiente como para que muchos sectores puedan estar 
comprendidos dentro del ámbito de aplicación. Al respecto, 
adviértase que actualmente la discrecionalidad dada por el 
Decreto-Ley No. 14.178 es mucho mayor porque allí se 
establecen, como objetivos, la generación de divisas, la 
creación de puestos de trabajo, la localización de determinados 
emprendimientos que se considere deben estimularse en áreas del 
territorio nacional o el mejoramiento de la calidad del medio 
ambiente, que es una meta muchas veces señalada. Nuestro temor 
era que si quisiéramos abarcar todos estos propósitos, que son 
positivos y loables, perdía peso programático el punto de 
referencia esencial que debemos tener en un período de 
adecuación que, en nuestra opinión, es el mejoramiento de la 
competitividad. De ahí surge que se haya querido jerarquizarlo 
como norma programática dentro de los posibles aspectos a tener 
en cuenta para ello. 
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Otra inquietud que se ha formulado es la que tiene que ver 
con los técnicos que se pudieran contratar a efectos de llevar 
a cabo las evaluaciones requeridas para cumplir con lo 
establecido en el proyecto de ley. Básicamente, el único 
criterio que se establece es la notoria solvencia técnica, vale 
decir que se debe contar con la calificación. y la experiencia 
suficientes en evaluación de proyectos. Este es el único punto 
que se jerarquiza y se destaca, y al respecto, ya existen 
antecedentes como en la capitalización de deudas, en donde no 
se tiene en cuenta si se comulga o no con la filosofía del 
proyecto, sino que se trata de un trabajo de carácter técnico. 


Es decir que lo que se debe requerir —y así se destaca 
en el Proyecto de ley— es la solvencia técnica y la 
experiencia en materia de evaluación, de acuerdo a lo que ha 
sido la tradición en nuestro país desde que entró en vigencia 
el Decreto-Ley No. 14.178. Además, hay que cumplir con ciertas 
exigencias entre las cuales se destaca la presentación del 
flujo de Caja y los estados de situación y de resultados 
proyectados; y se supone que quienes estén trabajando en este 
tipo de evaluaciones tienen que contar con un dominio cabal de 
la materia. 


En lo que tiene que ver con la solución de controversias 
considero que, básicamente, la opción que tiene el inversor no 
está alcanzada por ningún tratado de protección de inversiones 
porgue en estos el tema está implícito como una de las 
cláusulas. Por lo tanto, me parece que hay que tener en cuenta 
cuáles son los Tratados ratificados por el Parlamento y cuáles 
están en trámite legislativo para su aprobación. 


SEÑOR BATLLE.- Señor Presidente: como el jueves próximo tenemos 
prevista otra sesión de la Comisión de Hacienda integrada con 
la de Industria y Energía, quisiera consultar a los señores 
Senadores aquí presentes cuál sería el mejor sistema de 
trabajo. Desde mi punto de vista y por tratarse de una ley que 
va a interesar a nucha gente que está directa o indirectamente 
vinculada con el tema, sería preciso consultar a los 
integrantes de esta Comisión si antes de entrar a considerar 
el articulado no sería necesaria una invitación a distintas 
organizaciones que puedan tener que ver con el proyecto de ley. 
En lo que me es personal, preferiría ¡invitar a» dos 
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organizaciones en especial —si es que ya no hay una solicitud 
por parte de Secretaría— que son la organización sindical nás 
importante del país y que agrupa a todos los sectores y la 
Cámara de Industrias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Luis Hierro López).- Sin perjuicio de 
lo que pueda proponer el señor Ministro, a primera hora de la 
mañana habíamos coincidido en invitar a los señores Ministros 
de Industria, Energía y Minería y de Trabajo y Seguridad 
Social, para hablar acerca de los temas laborales; a algunos 
integrantes de la Cámara de Comercio, para que expongan su 
punto de vista sobre el "leasing"; obviamente, a la Cánara de 
Industrias y a los sectores productivos como, por ejemplo, la 
Asociación o la Federación Rural del Uruguay. 


Seguramente, luego de la ronda de consultas y cuando 
ingresemos al análisis del articulado, se requerirá la 
presencia permanente de los asesores, dado que se trata de un 
proyecto de ley nuy conplejo y se necesitará una cooperación 
muy estrecha. 
SEÑOR BATLLE.- De todas formas y para avanzar en forma más 
rápida, en la próxima sesión se podría invitar a dos Ministros. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Lyis Hierro López).- Así es, señor 
Senador; a primera hora podríamos recibir al Ministro de 
Industria, Energía y Minería y más tarde a la Ministra de 
Trabajo y Seguridad Social. 


R Agradecemos la presencia del señor Ministro de Economía 
y Finanzas y de sus asesores. 


Si no hay más asuntos para considerar, se levanta la 
sesión. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 57 minutos) 
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